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Reseña


“Un penetrante libro, en el cual Héctor Cuevas Arenas afronta el gran reto de captar los procesos identitarios y la cultura política de los indios del valle del río Cauca en la segunda mitad de la Colonia. Lo logra mediante una profunda investigación de archivo en la cual enfoca una región —actualmente suroccidente de Colombia— donde las lenguas e identificadores de las etnias se perdieron muy temprano en la mencionada época, al tiempo que prevalecía la categoría de “indios”. A partir de una consulta rigorosa de un amplio abanico de expedientes colombianos, ecuatorianos y españoles, construye un argumento elegante y convincente, con el cual reflexiona sobre los diversos significados que entonces tenía este término. 


En su fluido texto, el autor indaga sobre la naturaleza del poder local en una región heterogénea. Con este propósito acuña la noción de “pacto tributario entre el rey y sus vasallos indígenas” y devela las prácticas que dicho pacto implicó. Rica en descripciones y novedosa en el campo de la historiografía, esta contribución de Héctor Cuevas problematiza la categoría de “indio” en los ámbitos legal y político de la vida cotidiana entre fines del siglo XVII e inicios del XIX”. 


JOANNE RAPPAPORT


Palabras clave: Cultura política, Valle del Cauca (Colombia), 1680-1810, comunidades indígenas, aspectos políticos, condiciones sociales, cultura política colonial.


In search of the protection of the king. Indigenous people and political culture in the Cauca River Valley, 1680-1810


Abstract


“A sharp book, in which Héctor Cuevas Arenas faces the great challenge of capturing the identity processes and political culture of indigenous people from the Cauca River Valley in the second half of the Colonial period. It achieves this by means of a deep archival research focusing on one region —currently southwestern Colombia—, where the languages and identifiers of ethnic groups were lost very early in the mentioned period, while the category of ‘Indians’ had prevailed. Based on a rigorous examination of a wide range of Colombian, Ecuadorian, and Spanish archival files, he constructs an elegant and convincing argument to reflect on the various meanings of this term in the period.


In his fluid text, the author investigates the nature of local power in a heterogeneous region. For this purpose, he coined the notion of “tributary pact between the king and his indigenous vassals” and unveiled practices implied by this pact. Rich in descriptions and novel in the field of historiography, this contribution by Héctor Cuevas Arenas problematizes the category of ‘Indian’ in the legal and political spheres of everyday life between the end of the 17th and the beginning of the 19th century.”
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Prólogo



Hace un par de décadas existía una escasa conciencia en ciertos ámbitos historiográficos sobre las potencialidades del estudio de la historia de la cultura política. El libro de Héctor Cuevas Arenas, que tengo el honor de prologar, es un vivo ejemplo de que ese viejo fantasma ya no existe más.


Este libro enseñará nuevas formas de acercarse a los sujetos históricos nativos de una región intermedia de la monarquía católica, los indios del valle del río Cauca, durante la consolidación de la colonización española en tierras americanas. En su obra, Héctor compatibiliza diversas perspectivas analíticas para proponer una manera original de entender la historia de la cultura política. 


A partir de una serie de conceptos que él prefiere llamar palabras clave, nos señala una nueva forma de leer el vasallaje, el pacto tributario, el bien común y las relaciones clientelares. Todo ello, por supuesto, se desprende de un concepto matriz: la concepción de ‘indio’, que se forjó a partir de los discursos y el lenguaje de los colonizadores. En este detallado estudio de los pueblos de indios del valle del río Cauca, el autor muestra cómo esos conceptos constitutivos de la cultura política monárquica fueron usados y adaptados por estos grupos.


En un ejercicio que requirió un gran esfuerzo del cual fui testigo y partícipe, Héctor presenta de manera novedosa la forma en la que los indios, desde su propia condición de subordinación y adaptados a las nuevas lógicas políticas hispánicas, lograron insertarse en ellas, asimilarlas y usarlas políticamente en provecho de sus propios pueblos. De este modo, se enfoca en la población india de una sociedad que había sido estudiada más por sus componentes mestizos y mulatos.


Desde una mirada de conjunto, el autor penetra —de forma incisiva— en la vida cotidiana de los pueblos. Se detiene en esos momentos de acción ordinaria en el que participaron tanto hombres como mujeres, para defender intereses colectivos y particulares en constantes y diversos procesos de negociación, fuesen proactivos, coactivos o violentos. Héctor hace tangible, en este libro, la cultura política en las diversas esferas de la vida cotidiana. Descubre pequeñas y significativas estrategias al entrecruzar las relaciones entre actores y corporaciones en sus dimensiones verticales y horizontales.


Es fascinante presenciar la constitución del mundo político cotidiano. Al leer esta obra, se podrá entender que la vida política puede expresarse en el cambio estratégico de los nombres de las quebradas que servían como límites; en el ‘uso’ de los españoles como garantes, o como agentes abusivos, según las diversas necesidades; en la modificación de la memoria histórica, a través del cambio de fechas de compras de tierras o mudanzas territoriales; en la movilización de recursos por parte de las mujeres para denunciar abusos domésticos y excesos contra la moral en sus pueblos.


Como esas estrategias, el autor nos da a conocer otras más, relativas al uso justificativo de la locura o de la borrachera; las evasiones fiscales que coincidían con los momentos de abusos de curas y corregidores; la apelación al bien común en la resolución de causas para lograr el mejoramiento de los pueblos; la solicitud de recibos de pago del tributo a los corregidores, o la conciencia del prestigio intrínseco que poseían las encomiendas.


En este libro se hace un análisis particular del tributo, pensado en su relación con el ‘pacto’ de los indios con la Corona. La perspectiva con la que el autor aborda este tema tradicional de la historiografía andina resulta enriquecedora, en la medida en que establece que los indios no veían al tributo como una simple exacción, sino también como un vínculo que podía usarse para exigir derechos o hacer reclamos en casos de abuso de las autoridades. El autor deja importantes señales al dar cuenta de que los indios del valle del río Cauca no necesariamente evadían el tributo. Él descubre que muchos de esos pueblos indios se esforzaban por pagarlo, perspectiva que choca con la idea establecida de que el tributo era una obligación imposible de cumplir, factible de evadir y que generaba permanente inconformidad.


Para llegar a este tema, el investigador dedica los capítulos previos a otros asuntos de enorme trascendencia como las relaciones clientelares, la memoria y la tradición en la ocupación de la tierra. Explora el universo de los arreglos informales que difícilmente dejaron huella, pero que se pueden rastrear en las denuncias por amiguismo, los abusos o los beneficios obtenidos por ciertos actores del complejo entramado social. El autor se acerca a la memoria como una forma de abordar las estrategias de argumentación jurídica usadas por los indios. Detalla cómo su compromiso con el sistema jurídico hispánico permitió que los indios le dieran, además, un uso político. 


Este libro está basado en un uso sistemático y abundante de fuentes primarias. Héctor investiga una ingente cantidad de materiales de archivos regionales y nacionales, tanto de Colombia como de Ecuador. En un proceso increíblemente dinámico, él entrecruza sus reflexiones historiográficas con información sobre acciones históricas brindándonos un panorama completamente renovador en este campo.


Quienes lean este libro, estoy segura, se beneficiarán ampliamente de esta inmensa investigación, fruto de un trabajo cuidadoso, intenso y bien pensado. Es un libro sobre los indios, pero no solo sobre ellos; por estas páginas transitan todos los actores del enorme entramado de la dimensión local, regional e imperial sobre el que se fundó la monarquía hispánica.


Natalia Silva Prada
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Introducción



Lo que se conoce como “sociedad colonial” por momentos parece muy cercano, y a veces muy lejano, debido a las permanencias y las distancias dadas por el tiempo y el cambio. Aquella sociedad tuvo expresiones que parecen actuales, como las dinámicas de inclusión y exclusión del clientelismo, las jerarquías sociales, las clasificaciones definidas por los colores de piel, las expresiones culturales, entre otras. Comprenderlas demanda un análisis desde lo histórico. Estas expresiones alimentan fenómenos como la corrupción, el patrimonialismo político y la discriminación social, que aún están vigentes; de hecho, parecieran fenómenos eternos y naturalizados en la vida colectiva. Pero su génesis se explica y se transforma por las acciones, experiencias y expectativas de los distintos agentes en épocas anteriores, así como por sus nociones de justo e injusto, útil o simplemente deseable, en lo que se denomina, ahistóricamente, “sociedad” y “orden político”.


Aquí se ha escogido un solo hilo del complejo tejido arriba esbozado: las relaciones y acciones entre los indios, los representantes del rey y los demás actores, en torno a las dimensiones culturales del orden social y político. Esto, en un espacio y tiempo definidos, como ejemplo del carácter histórico, contingente y localizado de dichos vínculos, así como de la capacidad de los agentes para adaptarse, negociar, mediar y resistir en sus contextos. 


La hebra con la cual inicia este entrelazado se desprende de los lazos de dependencia y sometimiento nacidos desde la Conquista de las Indias. Se partía del principio de que los grupos y líderes étnicos que aceptaban ser vasallos del rey de España intercambiaban bienes y servicios por protección legal diferenciada, tierras, autonomía local y el reconocimiento de sus autoridades. Estos intercambios se daban dentro de un proceso de cristianización y de “vivir en policía” (civilizadamente) dirigido por religiosos, oficiales reales y encomenderos. El valor que daba sentido a este conjunto de articulaciones era la lealtad, como forma de expresión tanto de la justicia, como de un orden social perfecto y cristiano. La lealtad era el ligamento que unía gentes e intereses, así como el lubricante de muchas relaciones sociales, al actuar como un marco objetivo entre las personas. Esta noción de fidelidad generaba complejas relaciones que eran asumidas estratégicamente por los individuos y sus asesores para afrontar los desafíos que se les presentaban. La lealtad era un marco vívido y relacional que se desarrollaba sin las ideas de la individualidad y la racionalidad modernas. Era el contexto donde se hacían inteligibles las demandas y experiencias de los involucrados. En este libro, se llama la atención sobre la importancia de los valores y nociones en la estructuración de sociedades y gobiernos, que en líneas generales se puede denominar “cultura política”. 


En la época que abarca este trabajo, la gente se conectaba bajo la idea de constituir un “cuerpo político” heterogéneo, sustentado en la asimetría de sus partes, al servicio del rey y del conjunto.1 Cada miembro de este cuerpo político tenía unas prerrogativas y unos deberes diferenciados, en torno a la lealtad y al honor como capitales simbólicos, en busca del reconocimiento individual y colectivo, a la manera en que explica Pierre Bourdieu (2002, 2007). Cada pueblo de indios era una corporación aparte de las otras, con sus propias normas, derechos y, de manera particular, un pacto de lealtad y reciprocidad asimétrica con la Corona española. Este marco no fue estático; no tuvo continuidad desde lo prehispánico, debido que a lo largo de las Indias hubo recomposiciones y desestructuraciones de jurisdicciones y territorialidades durante todo el periodo colonial (Gibson 1967; Farriss 1992; Lockhart 1999; Gamboa 2010; Muñoz Arbeláez 2015). 


Los pueblos mutaban al interior y al exterior, migraban y, en general, eran dinámicos, al igual que sus pactos con el rey. Al principio, la encomienda fue la mediadora entre los conquistadores y sus descendientes, la Corona, los religiosos y los indios, y también regulaba la circulación de reconocimientos, bienes y servicios, que muchas veces involucraban a los vecinos y a sus dependientes en cada ciudad; de manera subrepticia, también implicaban a habitantes pobres y esclavos de los alrededores. La encomienda abarcaba la mediación que algunos europeos tenían con los indios, hasta que, en los siglos XVI y XVII, la importancia laboral de esta figura se fue desvaneciendo según las dinámicas de cada región y grupo involucrado. En la región del valle del río Cauca, para mediados del siglo XVII, solo representaba un capital político y de prestigio para los encomenderos, ya que no generaba riquezas, solo gastos y deudas que redituaban en reconocimiento social (Cuevas Arenas 2002). Para la década de 1740 se extinguieron las encomiendas, junto a los títulos de caciques hereditarios y otras formas de diferenciación étnica o local, en favor de la identidad genérica de “indios” (Cuevas Arenas 2017). Desde entonces, los indios pasaron a depender de forma más directa de los oficiales reales.


El pacto de lealtad mencionado se materializaba en el pago del tributo y en los rituales y discursos que este generaba. Así se expresaban las necesidades, nociones, experiencias y la capacidad de adaptación de los actores involucrados para disputar y conservar derechos, además de confrontar abusos. Este pago era más un vínculo, que una simple exacción. El compromiso entre los indios y el rey ha sido visto por los historiadores de Colombia, tradicionalmente, como un tema económico transaccional y cuantitativo (Colmenares 1969, 1997a, 1997b; González 1979; Luna 1993; Valencia Llano 1996, 1998). Se han dejado de lado los aspectos concernientes a las lealtades, honores y demás relaciones políticas o sociales. Esto se puede entender mejor desde los parámetros dados por la economía del don (Mauss [1925] 2009, 90 y 245) y de la gracia (Hespanha 1993, 160-162). La primera noción, de Mauss, hace referencia a los intercambios materiales e inmateriales que operaban entre personas y comunidades para asegurarse recursos, reconocimiento y lealtad. La segunda, de Hespanha, permite entender las relaciones políticas y sociales desde el honor, el prestigio y el paternalismo en la distribución de los recursos y servicios. Estas ideas exponen los pactos políticos y las lealtades del pasado sin caer en anacronismos, como ocurre con las analogías sobre el poder, la ley y el orden que se pueden proyectar desde el presente.


El tributo es la excusa principal para entender un universo de relaciones sociales y rituales, así como de estrategias y herramientas que usaron los indios para relacionarse con sus contemporáneos. El pacto tributario —o, en palabras de la época, el pago de los tributos y el amparo ganado por ello— sería el punto de partida para comprender un fragmento importante de la cultura política en la segunda mitad del periodo colonial. Entonces, se pueden plantear varias preguntas: ¿cómo los discursos sobre el tributo configuraron relaciones políticas y sociales entre los mismos indios, los representantes de la monarquía y otros sectores de la población?, ¿cómo los indios, sus asesores, contrapartes y jueces en los pleitos describían y usaban los discursos sobre los indios?, ¿qué experiencias y expectativas eran representadas en los documentos?, ¿cuáles eran las estrategias cotidianas o extralegales para afrontar la subordinación? El objetivo es entender una de las facetas del poder en dicho periodo: los consensos, disensos, apropiaciones y valoraciones que se generaban.


El pacto tributario era patrimonio de todos los agentes sociales, ya que definía sujetos, prácticas, espacios y problemas; por lo tanto, esta no es la historia de una sola tipología social, sino de su articulación con todo el cuerpo político. La subordinación y el servicio de unos equivalían al prestigio y el honor de otros, pero en ello mediaban expectativas y valoraciones que, en muchas ocasiones, se dirimían en los tribunales. Los conflictos explicitaban las formas de entender y sentir el mundo, de los colectivos o de los individuos.


Este contexto permite entender el pacto entre el rey y los vasallos, parcialmente, como una ficción, en los términos de Owensby (2011, 79-80). Los indios no tenían representación directa, pero por acceder a la justicia hacían gala de intercambiar obediencia por protección. El papel del rey era semejante al de un pastor, y la expresión primordial de su función era el derecho, pues la paz y la justicia eran el principal bien social.


En la historiografía colombiana, el pacto entre el rey y los indios ha sido analizado por Garrido (1993, 231-266 y 299-312). Ella lo definió como un mecanismo de defensa y un marco estratégico para que los indios precautelaran sus intereses, sin cuestionar la autoridad ni la legitimidad del régimen, aunque sí objetaban a las autoridades y pleiteantes nocivos para las comunidades. Buenahora (2003, 253-254) explica el pacto social en una línea parecida: una reciprocidad con el Estado, en una economía moral. Cuevas Arenas (2012b, 113-115) saca conclusiones parecidas, aunque matiza el elemento de la legitimidad a cambio de la continua pérdida de tierras; ello va de la mano con una mayor capacidad de enfrentamiento legal con las autoridades. Ceballos Bedoya (2011) asocia el pacto tributario con una herramienta de adaptación y resistencia, que contrasta con la fuga y el desacato. En el caso de los indios de Túquerres y su rebelión de 1800, el trabajo de Echeverri (2006) enfatiza en el carácter dinámico, regional y adaptativo del pacto tributario, en función de los intereses indígenas.


Con este libro se pretende aportar al debate académico sobre las relaciones entre los gobernantes y los gobernados, en un periodo que ha sido definitivo para configurar representaciones y prácticas sobre “lo político” en Colombia y el mundo latinoamericano. Indagar sobre la cultura política de aquellos siglos significa rastrear y establecer genealogías y desarrollos de fenómenos como la consideración del poder como beneficio personal, la falta de apropiación de lo público y la discriminación social, entre otras prácticas, que han ayudado a delinear el panorama social y político de las sociedades del presente. Del mismo modo, se pueden examinar las raíces históricas, los cambios y las permanencias de procesos como el pluralismo jurídico, al que propenden ahora las comunidades étnicas ante los Estados latinoamericanos, y el que constituye uno de los puntos de la agenda política actual (Cunill 2014, 7-8).


Este libro, además, da cuenta de los usos, límites y posibilidades de las clasificaciones sociales, de las agencias políticas y de la heterogeneidad de lo indígena en su dimensión histórica. También ofrece explicaciones de cómo una población que no superaba el 3 % de los habitantes de la región hacia finales del siglo XVIII (Tovar Pinzón, C. Tovar M. y J. Tovar M. 1994, 63-79) continuó presente como una de las principales categorías sociales; y de cómo lograron conservar sus tierras y su protección diferenciada hasta finales del periodo colonial y décadas posteriores a los procesos de independencia. Una de muchas razones puede ser el uso y apropiación de una cultura política que los definía como sujetos y colectivos. Esta es una historia sobre cómo estos pueblos negociaron su existencia asimilándose y resistiendo, sin esencialismos ni anacronismos.


En este punto es útil dar una definición más académica de lo que significa la cultura política,2 aparte de las anteriormente esbozadas: se la entiende como la intersección de discursos y prácticas que dan cuenta de los principios, experiencias y expectativas sobre los órdenes sociales y políticos de unos colectivos articulados entre sí. Ella permite hacer inteligibles los intereses, contradicciones, problemáticas y consensos. Esta dialéctica se da tanto entre los gobernantes y los gobernados —a nivel vertical—, como entre los distintos componentes de un cuerpo social, en planos más horizontales. La cultura política, además, incluye la formalidad aparente e inmóvil de los lenguajes escritos, junto al dinamismo de las relaciones sociales, en una confluencia entre repertorios, prácticas y clasificaciones que tienen vida y vigencia en el conflicto y la cotidianidad.


Se quiere entender cómo los actores subordinados usaban los lenguajes y los incorporaban a sus acciones políticas, ya fueran escritas o de hecho, en un marco dialéctico y diacrónico que dé cuenta de la flexibilidad que tenían los indios y sus representantes para relacionarse entre sí. Así mismo, se analizan las dinámicas surgidas de dichas valoraciones y prácticas, como formas de contingencia y versatilidad. Estas articulaban intereses y lealtades, y apelaban a lo emocional y lo estratégico, debido al uso que les daban los diferentes actores en los pleitos judiciales.


La cultura política permite analizar cuáles son las contradicciones de un cuerpo político cohesionado al comprender sus marcos de legibilidad. Estos marcos se presentan en prácticas lingüísticas que tratan de ser estabilizadoras, pero se pueden usar con un amplio rango de intencionalidades y acciones, debido a que captan prácticas a veces contextuales, otras veces instituidas, que escapan al lenguaje escrito.


La cultura política se expresa en supuestos básicos y estructurados, pero se presenta desestructurada, heterogénea y flexible tras los arreglos informales, las disputas nacidas de la interpretación y el uso de significados. También incluye la búsqueda de vericuetos legales, la diversidad de información de testigos, las apreciaciones de jueces y pleiteantes, etc. Todo esto da como resultado una relación dinámica, de fusión y fisión, entre lo lingüístico y lo extralingüístico. Fusión cuando los intereses, necesidades, expectativas, valores y prácticas jurídicas y escriturarias parecen confluir con la narración de una situación dada; fisión cuando lo escrito esconde —al menos parcialmente— una trama de arreglos no contemplados dentro de lo normativo y “lo legal”. En este caso, la cultura política abre puertas para conocer un conjunto de prácticas localizadas y contextuales que alcanzan un mínimo de consenso cuando se aplican entre distintos actores. Esta dinámica expone la diversidad de posibilidades intermedias entre uno y otro extremo, como habría de esperarse en la mayoría de las situaciones. También se debe tener en cuenta la forma en que la comunidad política entendía su pasado, presente y futuro, en sus niveles “universales” (monarquía y cristianismo), regionales y locales, así como su lucha por la hegemonía y la legitimidad de sus interpretaciones.


Con esta definición de cultura política se busca analizar su uso y la capacidad de los indios del común, las autoridades indígenas, los asesores legales, los jueces y las contrapartes tanto para exigir prerrogativas y deberes —desde lo considerado “indio”—, como para plantear la recomposición de órdenes sociales, y pedir justicia y solución a hechos concretos (como problemas de tierras, tributos, autoridad, crímenes, atentados contra la moral y el bien común). Con esto se vuelven más complejas la idea del cuerpo político, constituido por la monarquía y sus vasallos, así como la vida del periodo colonial, atravesada por lo que actualmente se denomina dimensión política.


A través de los documentos se indaga sobre la relación entre lo ideal y la denuncia, al observar las acciones concretas en tribunales, fiestas y en la vida cotidiana, por parte de individuos y colectivos cobijados por la categoría de “indio”, así como de sus aliados y contrarios. Estas maniobras podían ir en contra de lo que se esperaba de los jueces, caciques, mandones, indios e indias del común. Estos procesos llevaban a obediencias, interpretaciones, desacatos, compadrazgos, amistades y participación en los niveles locales del poder, en las violencias y en los marcos de conflicto dados por la disputa judicial. En los conteos de indios y los documentos tributarios se puede observar lo que era considerado normal y anormal en este tipo de diligencias y controles.


Cabe hacer unos pocos comentarios respecto a los estudios que tratan sobre los indios en la historiografía colombiana.3 Primero, los indígenas de regiones como el altiplano cundiboyacense, Pasto, Popayán y Pamplona han sido los sujetos más trabajados por los historiadores, posiblemente por la abundancia de fuentes y su importancia laboral y demográfica. El marxismo, el estructuralismo, las vertientes de la etnohistoria andinista, la historia social británica, los distintos momentos de la Escuela de los Annales y, más recientemente, la nueva historia de la Conquista son algunas de las orientaciones historiográficas que, respecto a este tema, han formulado preguntas surgidas de la economía, la sociología, la antropología y los estudios políticos. Las encomiendas, mitas, cacicazgos, mercados, ritos e identidades han sido estudiados junto con las adaptaciones, negociaciones, mediaciones y resistencias.


Los trabajos sobre regiones que no tuvieron una población tan abundante de grupos indígenas, específicamente el valle del río Cauca, han sido menos diversos y numerosos. Sus enfoques han sido económicos y sociales: hay estudios predominantemente cuantitativos (Padilla, López Arellano y González 1977), etnohistóricos (Friede 1978; Aprile-Gniset 1985; Valencia Llano 1991, 1996, 1998) y trabajos que combinan estas formas de acercamiento con preocupaciones antropológicas, como la etnogénesis, las categorizaciones sociales, el honor, la ocupación del espacio, los pactos tributarios, entre otras (Cuevas Arenas 2002, 2005, 2012a, 2012b, 2015a, 2017).


En segundo lugar, los trabajos de historiadores respecto a los indígenas, especialmente en el plano político y del control social, cubren, individualmente, periodos que no superan las cinco décadas. Mucha de la historiografía colombiana sobre los indios se ha ocupado del inicio de la Conquista y el primer siglo de la dominación española, con la encomienda como tema central y las visitas como fuentes documentales. Por ejemplo, hay una serie de trabajos sobre la provincia de Antioquia que se alimenta, documentalmente, de la visita de Herrera Campuzano entre 1614 y 1616 (Montoya Guzmán y González Jaramillo 2010; Córdoba 2014; Gómez Gómez 2015), y que sigue el paradigma de la explotación económica, combinada con lo cultural y lo demográfico. Los indios han sido más visibles en dichas épocas iniciales gracias a los historiadores. 


Como siempre, toda afirmación tiene sus excepciones; por ejemplo, López (2008) maneja la larga duración y la historia ambiental en su trabajo sobre Cali, y Aprile-Gniset (1985) estudia las formas de poblamiento que subvirtieron las jerarquías jurisdiccionales en el pueblo de Tuluá, desde principios del siglo XVII hasta mediados del XVIII. Los trabajos de Joanne Rappaport (2000, 2005), así como el de Buenahora (2003) sobre los indios de Almaguer también constituyen excepciones. En cambio, los análisis sobre rebeliones indias y sus demandas a finales del siglo XVIII y a comienzos del XIX manejan una extensión temporal que no supera el medio siglo (Garrido 1993; Williams 1997; Echeverri 2006, 2009, 2016; Restrepo Olano 2010, 2014; Ceballos Bedoya 2011; Gutiérrez Ramos 2012; Salgado Hernández 2014).


Estos últimos trabajos sobre rebeliones indias llevan al penúltimo punto, pues tratan sobre cultura política y se relacionan directamente con este libro. Se ocupan de periodos “excepcionales” en relación con lo contencioso y las transformaciones de las relaciones entre gobernantes y gobernados, además de mostrar la capacidad de los indígenas para ser activos en su contexto. Complementan, de manera cultural y política, a los contextos sociales y económicos producidos en la historiografía anterior a la década de los noventa. Finalmente, cabe resaltar la naturaleza regional o local de la mayoría de trabajos, debido a los distintos grupos indígenas que abordan y al contexto localizado de la condición de “indio” de cada región. 


Para cerrar este balance, hay estudios que se salen de los marcos de la historiografía forjada en las universidades. Un buen ejemplo de historia local lo constituye el trabajo de Mendoza Mayor (1983), sobre el pueblo de Yumbo, donde el autor hace gala de su capacidad de síntesis, usa fuentes inaccesibles para la mayoría de historiadores (en concreto: las parroquiales) y transcribe muchas de ellas. Este trabajo, junto al de Arboleda (1956), sobre la jurisdicción de Cali, constituyen un apoyo básico para entender la localidad en función de procesos con espacialidades más grandes, así como para reconstruir contextos, hechos, lugares y personajes que conforman un acervo de datos para los especialistas. En la misma línea se puede ubicar el trabajo de Obando Enríquez (2008) sobre la Cumbre, cuyo espacio fue habitado por indios yanaconas y de Yumbo.


Una vez que se ha esbozado el panorama historiográfico, se pasa a delimitar actores, espacios y demás elementos. Los individuos y colectivos denominados “indios” son fácilmente rastreables en los archivos, por el trato diferenciado que se les daba desde el paternalismo político. Esto ayuda a desnaturalizar una categoría social considerada estable y a mirar sus matices en el contexto regional. Así se puede dar cuenta de su variabilidad, con el propósito de entender un poco más los alcances entre las institucionalidades, los proyectos de ordenamiento social y los actores históricos concretos. 


A partir de aquí se opta por usar el término indio, en lugar de indígena, ya que era la palabra exacta que se usaba en la época para dicha categoría social y jurídica. No se usa con el matiz racista y excluyente del presente, sino con el fin de evitar anacronismos. Dicho sustantivo tenía sinónimos como natural y tributario, que fueron usados en ámbitos más restringidos y en contextos específicos de pleitos por orígenes familiares o temas fiscales.


La labor de los asesores, jueces y escribanos también se tendrá en cuenta en esta narrativa, ya que mediaban en la circulación de la cultura política. Dichas mediaciones, las prácticas como el clientelismo o el pago de tributos se entendían dentro de marcos de significados, valoraciones y símbolos compartidos. Los vecinos libres y los terratenientes usaban las retóricas de obediencia, doctrina y sujeción a las que debían responder los indios, con el objetivo de desacreditarlos en los tribunales y reforzar sus propias argumentaciones. Los jueces, asesores, escribientes, protectores y oficiales reales, por su parte, empleaban profusamente las consideraciones sobre la tierra, la protección, el paternalismo y el corporativismo, para avalar o deslegitimar algunas acciones de los indios. Estos ejercicios también eran ejecutados por los indios desde las posibilidades que les daba su posición social. Curas, corregidores, oficiales de las cajas reales, protectores y los gobernadores de provincia fueron tan importantes en la circulación y apropiación de la cultura política como los mestizos, mulatos, esclavos, blancos pobres y demás categorías sociales.


El problema de la mediación y la intervención de los agentes externos a los indios en el ámbito de sus valoraciones, expectativas y prácticas lleva a repensar la autonomía o dependencia de sus acciones y discursos. No se niega la labor de “traducción” que hacían distintos agentes letrados, al transcribir al lenguaje legal las peticiones de los indios, así como sus conteos y demás documentos pertinentes; pero dicho trabajo operaba desde unos esquemas que todos los actores involucrados conocían y manejaban en distintos planos. Por ejemplo, el paternalismo, la obediencia, la pobreza y la supuesta incapacidad de los indios se escribían y se materializaban en la vida cotidiana, desde la práctica del clientelismo y la ritualidad de los cobros de tributos, así como desde su negación a pagar el tributo y a reconocer a las autoridades. El plano de la escritura se correspondía con el plano cotidiano, ya que eran congruentes y se legitimaban mutuamente.


Sobre el asunto de acceder a la “voz del indio”, se debe reconocer el papel de los escribanos y asesores como reproductores activos de los discursos y las prácticas, además de su influencia en los indios. Se asume la visión de Burns (2010), según la cual la escritura involucraba una ventriloquía —dentro de un amplio margen de acción dado por la economía moral—, expresada en las palabras y formulismos seleccionados por los escribanos para satisfacer las necesidades de sus clientes indios. Del mismo modo, sus demandas no estarían tan tergiversadas, ya que los escribanos y asesores debían responder por su efectividad (Rappaport y Cummins 2012, 122-123). Esto conduce al problema de la “ciudad letrada” descrita por Rama (1998), extendida a los indios, y de su relación con los escribanos. Todo ello para contextualizar la cultura política y sus rastros documentales.


La ampliación de la ciudad letrada, vista desde el trabajo de Rappaport y Cummins (2012, 115-116 y 154-155), incluye lo indio contextualizado en lo local, donde la escritura da un espacio a la voz india, mediada por el capital simbólico manejado por los escribanos. Estos autores plantean otras dimensiones de la cultura política, al mirar la agencia indígena en la creación y manejo de archivos, lo que permite observar las prácticas de la administración con relación a actores históricos concretos (162 y 173). Así, los indios serían reproductores activos de los discursos, con la mediación de escribanos y asesores. Las denuncias puestas por los indios y sus contrapartes son expresiones de códigos culturales y de prácticas que fueron ejemplos de la apropiación de lo letrado, lo oral y lo performativo por parte de los sectores subalternos (27-28 y 173-174).


La condición de subordinación de los principales actores de esta narrativa lleva a considerar qué significaba lo “indio”, una categoría que, en el lenguaje de aquel entonces, se denominaba con los términos “calidad social”. Esta era definida por variables heterogéneas como el reconocimiento que tuvieran los antepasados, el fenotipo, la manera de vivir y los modales de los involucrados, junto con su moralidad (Garrido s. f., 10-11). También era un entramado de valores sociales y una red de significados negociables y versátiles (Hering Torres 2011), que generaban estrategias de conservación o de cambio al interior y exterior de cada una de las calidades (Pérez Navarro 2017, 140-145). La categoría de indio, en este contexto, se definía por la pertenencia a un pueblo o encomienda concreta, por estar bajo sus autoridades, por pagar o depender de alguien que pagara el tributo, además de tener ascendencia comprobada y un comportamiento acorde. Detrás de esta categorización hay una compleja trama de flexibilidades, negociaciones y disputas que alimentan varios de los aportes de este libro.


Para Garrido (1993, 367-368), lo indio en la política se define, como categoría, desde la práctica y el conflicto: en los reclamos hechos en virtud de nociones, valores y expectativas, que involucran elementos como el reconocimiento de las jerarquías sociales, el orden representado por Dios, el rey, la costumbre y la ley escrita. Estas ideas fueron usadas en oposiciones binarias que involucraban “lo bueno” y “lo malo”. La autora también destaca su conciencia de comunidad y de “otredad”, sustentadas en haber sido los primeros habitantes del territorio, frente a los demás.


El periodo que aborda este libro comienza aproximadamente en la década de 1680 y termina con la época colonial. Se escogió el año 1680 porque coincide con el ocaso de la encomienda, que fue el marco de las relaciones sociales y políticas, y la estabilización de la cantidad de los pueblos de indios. Además se cuenta con un abundante corpus documental que permite indagar sobre procesos sociales y políticos. Según datos sobre la ciudad de Cali (Cuevas Arenas 2005, 2012b, 21), Buga y Cartago (Tascón [1922] 1939, 1938; Friede 1978), la velocidad de extinción de los pueblos de indios se ralentizó desde finales del siglo XVII en el valle del río Cauca. De 15 pueblos registrados en la década de 1680, a mediados de 1730 se encuentran 11, y en los albores del periodo de la Independencia se cuentan nueve. Estas cifras contrastan con los más de 50 pueblos ubicables en la primera mitad del siglo XVII (Valencia Llano 1998, 114; Cuevas Arenas 2005, 72). También, en 1680 inició el segundo ciclo minero en la región (Colmenares 1989, 123-124), el cual abrió los pueblos de indios a una numerosa población forastera que se integró a las comunidades. Al mismo tiempo, se promovió la circulación de indios originarios entre los pueblos cercanos.


El final del periodo escogido es 1810, cuando los marcos discursivos dados desde el siglo XVI empezaron a desestructurarse, y con ellos, la categoría diferenciada de “indio” bajo la monarquía. Esta larga periodización permite observar los cambios, las rupturas y las continuidades en los usos y apropiaciones de los discursos, así como la formulación de demandas, especialmente entre un periodo pactista Habsburgo y las novedades introducidas por lo borbónico. También se indaga acerca de lo común y lo diferente que hicieron y vivieron los indios de la región, respecto a otras comarcas. Así mismo, se considera la capacidad de las palabras para abarcar realidades sociales. Con esto, se pretende superar una característica de la historiografía relativa a los indios y lo político que se había establecido anteriormente, en relación con la segunda mitad del periodo colonial. Se trata de ir más allá de una imagen estabilizadora y poco dinámica de dicha temporalidad.


Conviene anotar, hablando de periodizaciones, que solo se ha usado el término colonial como un referente temporal amplio e indefinido. Se acoge el llamado de Lempérière (2009) sobre los problemas para usar esta palabra respecto a las realidades que abarca, así como la genealogía que hizo Ortega (2011). La primera autora propone el término “Antiguo Régimen” como una solución alternativa, pero incompleta, ya que se asimila a los procesos vividos en Europa en la misma época. En este texto se va a denominar el periodo como monárquico, al considerarse que así se responde mejor a las dinámicas y vínculos sociales o políticos articulados a la figura de un rey (Carrillo y Vanegas 2009, 8). Además, se reitera la especificidad del objeto de estudio con su articulación temporal y social, sin afanes de totalidad, ni de cambiar la nominación de un periodo trascendental para la conformación de las sociedades latinoamericanas. Entonces, el uso del término monárquico hace referencia, únicamente, a las dinámicas pactistas y corporativas de estas colectividades, excluyendo significados alternos y ubicables en otros tiempos, como los referentes a la monarquía absolutista, constitucional, parlamentaria, feudal, etc. Esto no niega el carácter dependiente de las Indias hacia la Corona, pero es más específico para explicar las valoraciones y prácticas sobre el orden social y de poder.


El espacio que se escogió para trabajar fue aquel conformado por los pueblos de indios que había en el valle geográfico del río Cauca, específicamente en las ciudades de Caloto, Cali, Buga, Toro y Cartago. No se incluyeron los pueblos de noanamás, chancos y otros de las vertientes del Pacífico, ya que ocuparon espacios que, si bien estaban sometidos a la jurisdicción de Cali, no estaban ubicados en el valle. Estos pueblos tampoco compartieron las características de aquellos de las ciudades mencionadas, pues solo se sometieron a la Corona desde la década de 1660, conservando en mucho su territorialidad, lengua y autoridades. Mientras tanto, los grupos encomendados del valle geográfico eran heterogéneos en su origen, se habían desplazado de las montañas de la cordillera Occidental hacia el plano desde mediados del siglo XVI, y ocuparon los espacios que les habían dado sus encomenderos, en el pie de monte y en llanos no inundables. Además tenían un recorrido de hispanización y pérdida de sus etnicidades diferenciadas, en favor de la calidad genérica de indios coloniales. Estos pueblos son un ejemplo extremo de lo que tradicionalmente se clasifica como “indio”, desde las tradiciones historiográficas de Mesoamérica, los Andes o el caso emblemático de Colombia del altiplano cundiboyacense. Tal vez los pueblos del valle de Lima, estudiados por Paul Charney (2001), se pueden equiparar a los del río Cauca por sus características básicas. Lo indio configurado desde lo español, en el valle, es uno de los casos en los que no se produjeron identidades étnicas definidas, sino generales, puesto que se tomaban los acervos jurídicos y sociales de la calidad social, junto con las distintas normatividades. Ello muestra un recorrido histórico y político distinto, que posiblemente influyó en la cultura política. Cabe recordar que este valle geográfico es totalmente distinto al actual departamento del Valle del Cauca, que se organizó desde 1910 como una unidad administrativa del Estado colombiano.


En este libro se desarrollan, adaptan y discuten los aportes de la historia conceptual, con sus orientaciones metodológicas sobre lo que significan los campos de experiencia y horizontes de expectativa (Koselleck 1993; 2004), como expresiones culturales del poder y el gobierno; de la historia social del derecho (De Trazegnies 1981; Hespanha 1989, 1993; Clavero 1994; Herzog 1995; Pietschmann 2000; Ceballos Bedoya 2011), para entender actores, contextos sociales, marcos de solución de pleitos y la formulación de demandas; y, finalmente, de los trabajos etnohistóricos andinos (Platt 1982, 2009; Stern 1986, 1990; Thomson 2006; Serulnikov 2006; Guevara-Gil y Salomon 2009) y su interés en las expresiones indias sobre el poder y la reciprocidad con los gobernantes. 


En cuanto a la estructuración por capítulos, en el primero se hace una contextualización de la región escogida, su población y su poblamiento, y demás aspectos relativos a la economía y la sociedad, como telón de fondo para los capítulos posteriores. Se establece un diálogo con la historia social y económica para delinear los principales rasgos que hicieron tan diferentes a los indios de estas zonas, respecto a aquellos de lugares más centrales de Colombia. 


En el segundo, a través de los discursos y las palabras claves de los lenguajes sobre el orden social, el poder de las autoridades y la justicia, se reconstruyen las nociones que tenían los indios de su pasado, de sus experiencias de subordinación, de la justicia y del gobierno en el plano formal de los tribunales, así como de sus expectativas como vasallos. Los términos escogidos con este fin fueron “memoria”, “tradición”, “indio”, “tributo”, “vasallaje” y “bien común”. Este campo de expresiones se aborda desde una visión lingüística y con la perspectiva de la denuncia escrita como muestra de la cultura política —planteada por Baker (1987, 2006)—, con sus estrategias y herramientas contenciosas, así como la apropiación de lo jurídico y lo normativo.


En el tercero se estudia el clientelismo como una práctica de reiteración y apropiación del orden social y jurídico a nivel horizontal (entre los indios) y vertical (con los encomenderos, curas, corregidores y oficiales reales). Se indaga sobre este hecho social y sobre los mecanismos que servían para desarrollar los conflictos, así como para expresar lo que se consideraba justo, caritativo y normal. El cuerpo político se consideraba una gran clientela sustentada en el reconocimiento de honores, servicios, dones y gratitudes, que en el fondo escondía la trama de su dinamismo y flexibilidad. Además, se hace un acercamiento a la cultura política desde los aportes de los estudios de género e historia de las mujeres, como expresión de la indisolubilidad del paternalismo y el patriarcalismo en el orden cotidiano y político. También se estudian los elementos y prácticas de acceso al poder local, por parte de los indios, y sus cambios. El paso de lo étnico a la calidad social y el consenso comunitario remplazó el panorama de caciques hereditarios por uno de alcaldes y gobernadores electos, haciendo uso de varios elementos sobre la legitimidad del gobierno, expresados en la cultura política. Aquí entran en juego los conceptos de capital relacional (Imízcoz Beunza 1996, 2009), y capital social y simbólico (Bourdieu 1980, 2002, 2007). 


En el último capítulo se presenta un estudio cuantitativo y cualitativo sobre el cobro del tributo, las estrategias que se generaron en los pueblos para afrontarlo y sus dinámicas. Los ciclos de pago muestran la habilidad de los indios para negociar y asumir los tributos como elemento constitutivo de su identidad. Ello permite trascender la imagen de exacción ligada a esta relación. La definición de cultura que ofrece Sewell (2006) respecto a una historia social posterior al “giro linguístico” es operativa tanto en este como en el tercer capítulo. Esta implica el estudio de símbolos y signos en una cultura descrita anteriormente como performativa, procesual y diacrónica. Dichos símbolos y signos se usan en un sentido más receptivo que inscriptivo de los significados. La cultura, para este autor, es similar a una caja de herramientas, donde lo discursivo no se supedita a la práctica, ni viceversa, sino que se establece una relación dialéctica y contenciosa.


En las conclusiones se hace un balance general de todo el contenido. Por un lado, se plantea una cronología compuesta por tres periodos. En el primero, 1680-1740, se observa la presencia de los encomenderos como agentes activos y mediadores en relación con los indios, en un contexto de auge minero y de migraciones que estimularon el paso de las identidades étnicas hacia la calidad social. Esto ayudó a configurar una imagen del cuerpo político, de los indios y de la autoridad, en función de una memoria fundacional hispánica y de una alteridad desde la condición de los indios vasallos libres frente a los abusos de diversos agentes. Los arreglos informales no fueron tan denunciados y sí bastante operativos para los indios y sus amistades.


En el segundo periodo, 1740-1780, el fin de la presencia de los encomenderos y sus mediaciones reestructuró las memorias y definiciones sociales, en el marco de una recomposición de poderes regionales. La hegemonía de la Corona como mediadora entre los diversos actores aumentó, a la vez que los indios se empoderaron para reclamar de manera autónoma sus prerrogativas y expectativas. También se observó un activo faccionalismo que reflejaba dicho contexto dinámico, caracterizado por la exacerbación de las denuncias y los deseos de recomposición de órdenes desequilibrados.


En el periodo final, 1780-1810, los indios incorporaron algunas preocupaciones fiscalistas y, en los conflictos, citaron referentes jurídicos distintos a los tradicionales del iusnaturalismo. De la misma manera, se resalta lo caritativo del pacto del rey con los indios para afrontar las reformas borbónicas, junto con la crítica que hicieron algunos actores a los derechos de los tributarios y a la existencia de pueblos. Las pocas referencias encontradas aluden a que se apeló a las viejas prácticas clientelares y a la mediación informal de agentes para solucionar conflictos, aparte de litigar y crear redes horizontales con mestizos y mulatos afectos a los indios, que los apoyaron en sus demandas.


Por otro lado, se esboza una periodización distinta, centrada en el pago del tributo. De 1680 a 1750, los indios no eran cumplidos con esta obligación y la intercambiaban por servicios personales; sin embargo, siempre trataban de pagar sus deudas, así fuera tarde. De 1750 a la década de 1770 hubo una crisis tributaria, que se explica por las estrategias de discusión y confrontación a la autoridad de curas y a la de algunos oficiales reales, aparte del contexto económico del fin del mencionado ciclo minero. Para las últimas décadas del periodo monárquico, los indios cumplieron con sus tributos apelando a lo caritativo del pacto con el rey. Unos pocos tributarios, o a veces ninguno, justificaban que los pueblos de indios estaban conformados, sobre todo, por mujeres, niños y ancianos que no aportaban pagos directamente. Esto representaba una adaptación de los indios a los esquemas patriarcales, según los cuales la existencia de las comunidades no estaba atada a aspectos estrictamente fiscales, y más en una época de mayor celo en las rentas reales. 


La diferencia entre las distintas cronologías se explica por la autonomía de los diversos elementos que constituyen las relaciones políticas y sociales estudiadas. Se evidencian distintos matices de la subordinación, de la apropiación y de la mediación de agentes. En el pago del tributo, por ejemplo, se cruzaban las decisiones individuales con las colectivas, de una manera distinta a lo que ocurría con las denuncias colectivas sobre los terratenientes. Motivos, actores y estrategias contextualizadas conformaron distintas dialécticas y periodizaciones.


Las fuentes consultadas para el desarrollo de este libro fueron archivos locales, como el Archivo Histórico de Cali (AHC) y el Archivo Histórico Leonardo Tascón de la Academia de Historia de Buga (AHLT), así como el que cubría la antigua gobernación de Popayán, el Archivo Central del Cauca (ACC). Así mismo, se consultó el Archivo General de la Nación (AGN), de Bogotá, específicamente sus fondos: Caciques e Indios, Archivo Arzobispal de Popayán (AAP), Miscelánea, Tributos, Archivo anexo II, Resguardos, Poblaciones, Visitas, Policía, Negros y Esclavos. En el Archivo Nacional del Ecuador (ANE), ubicado en Quito, se accedió a la serie Popayán. También se consultaron los índices y los documentos en línea del Archivo General de Indias (AGI), de Sevilla, ubicables en la página de PARES-Archivos españoles, así como los reproducidos en el Instituto Colombiano de Antropología e Historia (ICANH), en Bogotá. Respecto a la transcripción de las fuentes utilizadas, se optó por modernizar su ortografía y puntuación, para hacerlas más legibles para el público general.


Los tipos de documentos consultados fueron los juicios sobre cuestiones particulares como litigios por tierras o linderos, crímenes, abusos de autoridades eclesiásticas o reales, cobro de tributos y exenciones de la categoría “indio tributario”. Estos documentos permitieron un acercamiento a las valoraciones sobre el orden social y político por parte de los indios y sus asesores, así como a la construcción de una cultura política monárquica de compromisos y exenciones, a través de la figura del pacto y sus implicaciones. Con estos escritos se rastrearon clasificaciones sociales, inclusiones y exclusiones, dinámicas clientelares y actos de violencia. A través de las apelaciones de las partes a lo considerado justo e injusto respecto a estos hechos se analiza la relación entre los discursos, los actores históricos concretos, los proyectos monárquicos y de comunidad política, por una parte; y sus experiencias respecto a las prácticas concretas descritas, por la otra; por ejemplo, las redes clientelares, las resistencias a curas y vecinos, junto a los pagos o deudas de tributos.


Se revisaron fuentes protoestadísticas, relacionadas con asuntos tributarios y fiscales, como las cartas cuentas y los padrones destinados al cobro. Estos deben reconocerse como imágenes circunstanciales de este acto de vasallaje y de las prácticas de cobro. Se indagaron tanto sus aspectos cuantitativos como cualitativos, los indicios, los silencios y la posibilidad de que estas fuentes describan este hecho social y protocolar. Se tuvo en cuenta los postulados de Cunill (2016, 22) sobre las interrelaciones entre lo escrito, lo oral y lo ritual, así como los de Rappaport y Cummins (2012), en el mismo sentido. Se consultaron algunos libros de cabildo en los archivos locales, que complementaron este panorama documental, sobre todo para el caso de periodos de escasez de referencias sobre los pleitos y peticiones de los indios.


Respecto a este último asunto, desde 1680 hasta más o menos la década de 1770, hay abundante información sobre los pueblos de indios, pero esta mengua cuantitativamente para los años posteriores, en todos los archivos. Específicamente, entre 1720 y 1770 hubo muchas apelaciones a la justicia, y afortunadamente se han conservado numerosos documentos que han permitido esta reconstrucción, análisis e interpretación. El aparente silencio documental del final del periodo colonial se explicaría por una crisis económica provocada por el fin del ciclo minero, una menor movilidad de la población y una mayor apelación a los mecanismos informales para la resolución de conflictos.


La evidencia empírica que se manejó fue considerable, por lo que se presenta según la necesidad de análisis o comparación de cada parte del libro. Así se muestra que la naturaleza de las confrontaciones generalmente era desigual. Los indios acudían a la justicia por transgresiones relacionadas con su condición de inferioridad social y por lesiones al pacto que les salvaguardaba: su reconocimiento como irresponsables de sus actos y menores de edad, su sustento con la agricultura y con una pequeña autonomía de recursos destinados a la fiesta real o religiosa, además del respeto a ciertas formas de sociabilidad. Mencionaban que invadían sus tierras, les quitaban el pan, les hacían responsables de actos que no habían cometido —o que no sabían que eran problemáticos—, entre otros casos. Alegaban la mala voluntad que les tenían sus enemigos, desarrollando una visión moral y caritativa propia de la época, cuando el poder político se sustentaba en aspectos emocionales y religiosos. Los conflictos se resolvían casuísticamente, ya que la justicia no se consideraba desde el positivismo jurídico: los tribunales conservaban distinciones sociales y derechos pretéritos.


Las contrapartes de los indios alegaban que, por sus cualidades innatas: la desobediencia, la beodez, la irresponsabilidad y la malicia, ellos violentaban sus bienes, su nombre y sus distinciones sociales. Así se instauraba un paternalismo social que moldeaba el cuerpo político local. Operaban desde el mismo sentido moral y jerárquico que a veces, incluso en la actualidad, es difícil comprender. Algunos elementos de la política moderna, como la homogeneidad ante la ley y la igualdad, no aplican aquí y son posteriores al paternalismo, la moralidad y la jerarquización jurídica. Entender la flexibilidad y la capacidad de adaptación de las nociones sobre el orden social y político es una labor que siempre promete mucho para la investigación histórica.


Notas


1 Para una definición más amplia del concepto de cuerpo político se pueden consultar los textos de Duve (2007) y Rojas (2009).


 


2 Una revisión más profunda sobre distintas definiciones de este concepto se puede ubicar en Cuevas Arenas (2018, 3-7, 21-23 y 86-91).


 


3 Otros comentarios y un panorama más especializado se pueden encontrar en Cuevas Arenas (2018, 8-14) y, parcialmente, en Ramos (2018).





Capítulo 1
Indios y sus pueblos en el valle del río Cauca
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Mapa 1.1. Los pueblos de indios en el valle del río Cauca, siglo XVIII


Fuente: Cuevas Arenas (2012b, 17).


 


El valle del río Cauca es un espacio con llanos y piedemontes ubicado entre las cordilleras Central y Occidental de los Andes. Se extiende por más de 200 kilómetros de largo y su ancho varía entre siete y 35 kilómetros. Su clima es cálido (la media anual oscila entre 23 y 24 ºC) y su vegetación, antiguamente, consistía en bosques secos tropicales, alternados con humedales. La cantidad de lluvia —dependiendo de la ubicación, la altura de las montañas y otras variables— oscila entre 900 y 1600 mm anuales. El centro es seco, mientras el sur es más húmedo (OSSO 1996).


Esta región era parte de la gobernación de Popayán, que dependía (entre 1717 y 1724, y luego desde 1739) del virreinato del Nuevo Reino de Granada en varios aspectos. Popayán fue una gobernación intersticial entre Quito y Santafé; según Herrera Ángel (2009, 66-72 y 77-78), fue fruto de la continuidad de las relaciones económicas e interétnicas prehispánicas, que, a finales del siglo XVII, cambiaron a favor de Santafé por la crisis en la sierra norte quiteña. 


Los grupos con los que se encontraron los europeos en la zona, y que posteriormente se llamaron “indios”, fueron denominados, en un principio, en las crónicas y demás documentos aguales o guaales, jamundíes, timbas, lilíes, quimbayas, gorrones, bugas, pijaos y chancos (Trimborn [1949] 2005, 86). Según la arqueología, dichos colectivos se pueden agrupar en el periodo tardío II y en las culturas sonso tardío, pichindé, quebrada seca, quimbaya tardío, tinajas y buga (Rodríguez 1992). Vivían generalmente en las vertientes de las cordilleras, donde predominaba el bosque húmedo tropical. Cabe señalar la dificultad para encontrar etnónimos por fuera de las crónicas, y saber si dichos denominadores correspondían a grupos en general o a subgrupos concretos. 


Las sociedades prehispánicas del valle se organizaban en cacicazgos simples o compuestos, sin ningún liderazgo centralizado más allá de pequeñas comarcas. La agricultura intensiva daba lugar a una diferenciación social y a alguna apropiación de los excedentes comunales por parte de las élites sociales (Rodríguez 1992).


El proceso de la conquista en la región fue largo, incompleto y, sobre todo, gradual, al contrario de lo dicho en los mitos difundidos por la historiografía, estudiados en un nivel general por Restall (2004). Esta comarca tuvo, en algunos lugares, un carácter de frontera militar interna, hasta mediados del siglo XVII (Valencia Llano 1991). La institución de la encomienda fue frágil, de poco rendimiento económico, y esto originó rupturas territoriales y de identidades étnicas. Al pasar pocas décadas luego del inicio de la Conquista, la encomienda solo constituyó un complemento a la esclavitud como forma de trabajo. Valencia Llano (1996, 44-87) menciona que, en el valle del río Cauca, desde la década de 1560, los notables pedían a la Corona la importación masiva de esclavos, pues las comunidades encomendadas no eran capaces de abastecer las exigencias de sus encomenderos para participar del mercado regional. Por lo tanto, estos tuvieron que constituirse en productores, con la conformación de estancias y latifundios.


En términos numéricos, las encomiendas se podrían caracterizar como pequeñas, por la cantidad de tributarios, como se puede observar en la siguiente tabla.


Tabla 1.1. Población tributaria por ciudades del valle del río Cauca, 1558-1801






	

Visita




	

Ciudad




	

Tributarios




	

Total




	






	

1558-1559




	

Cali




	

3491




	

8338




	






	

Buga




	

-




	






	

Cartago




	

4847




	






	

Toro




	

-




	






	

Arma




	

-




	






	

1633




	

Cali 




	

420




	

700




	






	

Buga




	

120




	






	

Cartago




	

40




	






	

Toro 




	

100




	






	

Arma




	

20




	






	

1716-1719




	

Cali




	

130




	

223 


(aprox.)




	






	

Buga




	

56




	






	

Toro




	

10-12




	






	

Cartago




	

15




	






	

Caloto (solo Candelaria)




	

12




	






	

1746-1750




	

Cali




	

100 (aprox.)




	

133


(aprox.)




	






	

Buga




	

23




	






	

Toro




	

Sin datos




	






	

Cartago




	

Sin datos




	






	

Caloto (solo Candelaria)




	

11




	






	

1800-1801




	

Cali




	

46




	

86 


(aprox.)




	






	

Buga




	

10




	






	

Toro




	

11 (1809)




	






	

Cartago




	

11-12




	






	

Caloto (solo Candelaria)




	

8




	







Fuentes: López Arellano (1977, 146-153); Cuevas Arenas (2012b, 92); numeraciones del ACC y del AGN, Archivo anexo II, Tributos, caja 12, carps. 1 y 2; caja 13, carp. 4, f. 133 (1809).


Las dinámicas y estadísticas de las encomiendas en el valle del río Cauca coincidían con las de las tierras bajas y de clima medio del resto de la Nueva Granada y de la gobernación de Popayán: había muchas, pero eran pequeñas y poco productivas en términos económicos. Según las cifras que presenta Colmenares (1997b, 89-90), en 1558-1567, en las tierras altas, se contaban: 53 000 tributarios en Tunja, 50 000 en Santafé, 20 000 en Pamplona y 24 000 en Pasto. A mediados del siglo XVIII, agrupando las dos primeras ciudades, se contabilizaban 8864 tributarios en 1755, y 10 123 en 1778 (Bonnett Vélez 2002, 109). El valle fue una de tantas regiones donde no había grandes estructuras políticas que fueran aprovechables por los españoles para explotar la mano de obra. Por ello, se repartieron muchas encomiendas con pocos indios (Lockhart y Schwartz 1992, 93-94).


Consecuentemente, los tributos eran pocos y, en un inicio, se aplicaron a artículos locales y agrícolas producidos por las comunidades. Luego, con la visita del oidor Tomás López Medel, en 1559, se pasó al pago individual, especialmente en la ciudad de Cali. Parece que los servicios personales de los indios a los encomenderos continuaron hasta comienzos del siglo XVIII. Estos consistían en tratos particulares entre encomenderos y tributarios: unos brindaban una manera de subsistir, y los otros usaban y se integraban a una clientela, además de gozar de beneficios, como el usufructo de tierras y potreros. Del mismo modo, se conmutaban servicios por el monto del tributo. 


La búsqueda de las oportunidades creadas por la pax hispánica, sus horizontes y sus mercados provocó el abandono de identidades étnicas y de territorios. Dichos condicionamientos marcaron la extinción de varios pueblos a lo largo de los siglos XVI y XVII. Este proceso se debe entender desde la obsolescencia de los pueblos y las encomiendas para los indios, al no ofrecerles estímulos para quedarse en sus tierras naturales, junto con las exigencias de los caciques, encomenderos y corregidores.


La permanencia de la encomienda como forma de relación laboral en el valle, desde 1540 hasta más o menos la década de 1740, se puede explicar con el hecho de que, una vez agotado su carácter utilitario inicial —satisfacer las necesidades del mercado (hacia la década de 1560)—, pasó a constituir, progresivamente, el marco social y político de los servicios personales. Estas cargas y “pechos” redundaban en capital social y político para los encomenderos, ya fuera para acceder a cargos de la república de españoles, o para ser reconocidos por sus pares y otros segmentos en su entorno social (Cuevas Arenas 2002, 2005). Este prestigio se extendía al resto del cuerpo social, en este caso la ciudad, donde los mitayos aseguraban su buen funcionamiento, y donde había señores y dependientes a su servicio. Las mitas para obras públicas eran la representación de una sociedad encomendera que marchaba correctamente. El espíritu de conquista de mediados del siglo XVI seguía vigente en el XVII, con concepciones del trabajo y el prestigio que articulaban actores con hechos e intereses. 
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